	Fecha
	1º. de setiembre de 1977
	Sesión número
	51

	Motivo: Amparo

	Recurrente: RODOLFO SÁNCHEZ MASÍS 

	Recurrido: MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que inscribió una finca situada en Sabanilla de la Provincia de Cartago por información posesoria el 30 de mayo de 1974. Que a causa de “avalanchas del Río Reventado” que ocurrieron hace algunos años, la finca fue objeto de diversos actos por parte del MOPT – sin contar con su autorización - que terminan con la toma de posesión completa del terreno, con la finalidad de realizar un programa intensivo de reforestación, para prevenir las avalanchas del río. Que ha sido privado de su propiedad sin indemnización, ni previa ni o posterior, a pesar de sus repetidas gestiones verbales y escritas en 1972, 1975 y 1977.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que por consecuencia de las avalanchas del Río Reventado, el Estado se vio en la necesidad de efectuar trabajos en la cuenca del río, y una de las fincas afectadas es la del recurrente. Que la finca fue objeto de avalúo por parte de la Tributación Directa, a solicitud del Ministerio, con el fin de proceder a expropiarla. Que desde hace más de tres años no se incluye en el Presupuesto Nacional ninguna partida para el pago de los terrenos situados en la cuenta superior del Río Reventado, razón por la cual no se ha podido cancelar al recurrente la suma correspondiente.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los trabajos realizados y la ocupación del inmueble por parte del Estado, se produjeron a raíz de las crecidas y avalanchas del Río Reventado, es decir, en una época que se remonta a varios años, de manera que ha transcurrido sobradamente el término a que se refiere el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, lo cual implica consentimiento presunto para los fines de esa ley. Es obvio que aún persisten los efectos de esa ocupación, y también es verdad que el Estado no ha promovido las correspondientes diligencias de expropiación e indemnización; pero el recurrente debe reclamar su posible derecho por otros medios legales, no así en la vía del Amparo. Los Magistrados Quirós, Arroyo, Retana, Bejarano, Blanco y Fernández declaran con lugar el recurso y fundamentan su voto.


N° 51
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día primero de setiembre de mil novecientos setenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides. 
Artículo II
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por el señor Rodolfo Sánchez Masís contra el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, planteado el catorce de abril del corriente año.

Para fundamentar el recurso el señor Sánchez alegó lo siguiente:  Que desde julio de mil novecientos cuarenta es dueño de una finca situada en Sabanilla, distrito octavo del cantón primero de la Provincia de Cartago; que posteriormente inscribió esa finca a su nombre por información posesoria, al tomo dos mil doscientos veintiuno, folio trescientos treinta y tres, número setenta y dos mil novecientos noventa y uno, asiento primero, del Partido de Cartago, inscripción que realizó el treinta de mayo de mil novecientos setenta y cuatro; que a causa de las denominadas “avalanchas del Río Reventado” que ocurrieron hace algunos años, la región donde está situada la mencionada finca fue objeto de diversos actos por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes; e inclusive se dictaron algunos Decretos Ejecutivos; que las actuaciones del Ministerio, en lo que se refiere al exponente, se manifestaron con la apertura de varias zanjas dentro de su propiedad, luego con la construcción de una trocha o camino rústico que prácticamente destrozó por completo ese inmueble, y finalmente con la toma de posesión completa del terreno, para lo cual se dijo que era con la finalidad de realizar un programa intensivo de reforestación; que, además, ello dio lugar a que se aprovechara un depósito de materiales de construcción (piedra y arena) que existía dentro del inmueble, materiales que fueron utilizados en la construcción de caminos de acceso, dentro de los programas que ejecutó el Ministerio, todo, según se decía, para prevenir las avalanchas del río; que esos hechos se realizaron sin que el Ministerio contara con permiso escrito del exponente, infringiéndose así el artículo 45 de la Constitución Política, el cual dispone que la propiedad es inviolable; que además, en cualquier caso de afectación o supresión del derecho de propiedad, debe existir una justa indemnización previa; que en el presente caso ha sido privado de su propiedad sin indemnización, ni previa ni o posterior, y sin que el Ministerio haya planteado ninguna gestión judicial indemnizatoria, a pesar de las repetidas instancias que ha hecho; que, en consecuencia, existe violación a un derecho constitucional, y esa lesión se mantiene todavía al presente, reiterándose cada día en igual forma, al no accionar dicho Ministerio en las vías respectivas para procurar el pago de la indemnización; que ha instado infructuosamente ante el Ministerio, mediante gestiones verbales y escritas, las últimas por nota de trece de abril de mil novecientos setenta y dos, dirigida al Departamento Legal del Ministerio, luego por escrito dirigido el treinta y uno de julio de mil novecientos setenta y cinco, y finalmente en un memorando de tres de febrero de este año, dirigido personalmente al señor Ministro, gestiones de las cuales no ha obtenido ninguna contestación; que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, debe entenderse que el plazo de interposición del recurso no ha transcurrido en modo alguno, pues la violación se mantiene invariable, y se reitera día a día porque el Ministerio se aprovecha de la posesión del inmueble y no da inicio a los trámites indemnizatorios.  Con base en la anterior exposición, el señor Sánchez Masís solicita que se prevenga al Ministerio de Obras Públicas y Transportes el cumplimiento del artículo 45 de la Constitución Política, dando inicio de inmediato a las gestiones administrativas y judiciales tendientes a que se realice la adecuada indemnización que le corresponde, o que, en su defecto, se le restituya en su condición de propietario y poseedor del inmueble, con indemnización de daños y perjuicios.

El señor Ministro contestó el recurso así: Que no han existido por parte del Estado actos de perturbación ni de desalojo de la propiedad del señor Sánchez Masís, toda vez que esa finca sufrió con las consecuencias de las erupciones del Volcán Irazú y de las avalanchas del Río Reventado, por lo que el Estado se vio en la imperiosa necesidad de efectuar trabajos a todo lo largo y ancho de la cuenca del río, y una de las fincas que se afectaron es la del recurrente, por ser de las que más sufrieron por los estragos de la naturaleza; que posteriormente la finca fue objeto de avalúo por parte de la Tributación Directa, a solicitud del Ministerio; que la Tributación efectuó el avalúo el dieciocho de noviembre de mil novecientos setenta, en la suma de veintisiete mil noventa y ocho colones siete céntimos; que ese avalúo fue confirmado por el Tribunal Fiscal Administrativo el veintidós de marzo de mil novecientos setenta y uno; que esos avalúos se realizaron con el fin de proceder a expropiar la referida finca, pero no fue posible porque se encontraba sin inscribir en el Registro y se estaba tramitando una información posesoria; que desde hace más de tres años no se incluye en el Presupuesto Nacional ninguna partida para el pago de los terrenos situados en la cuenta superior del Río Reventado, razón por la cual no se ha podido cancelar al señor Sánchez la suma correspondiente, de modo que las gestiones realizadas por el señor Sánchez ante el Ministerio se han visto estancadas precisamente por falta de presupuesto, lo que no ha sido posible notificarle por no haber señalado casa u oficina para oír notificaciones. Solicitó finalmente el señor Ministro que se declare sin lugar el recurso, de conformidad con el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, por haber transcurrido mucho tiempo desde que sucedieron los hechos que alega el recurrente.

Previa deliberación, se resolvió, por mayoría, declarar sin lugar el recurso, pues los trabajos realizados por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la ocupación del inmueble por parte del Estado, se produjeron a raíz de las crecidas y avalanchas del Río Reventado, es decir, en una época que se remonta a varios años, de manera que ha transcurrido sobradamente el término a que se refiere el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, lo cual implica consentimiento presunto para los fines de esa ley. Es obvio que aún persisten los efectos de esa ocupación, y también es verdad que el Estado no ha promovido las correspondientes diligencias de expropiación e indemnización; pero el recurrente debe reclamar su posible derecho por otros medios legales, no así en la vía del Amparo, que se concede sólo para proteger en forma inmediata a los individuos en frente de las actuaciones ilegítimas de las autoridades, que lesionen algún derecho constitucional.  El indicado término de ocho días rige tanto para los casos en que cesa la violación del derecho, por ser momentánea, como tratándose derechos que se mantienen en el curso del tiempo, cuando esos hechos constituyen un simple efecto o consecuencia del acto realizado, pues es falta de otro término que la Ley establezca para la caducidad por consentimiento presunto, debe aplicarse el que señala el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo.-

Así se resolvió con el voto de los Magistrados Coto, Odio, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Valverde, Villalobos, Zabaleta, Trejos, Porter y Benavides.


Los Magistrados Quirós, Arroyo, Retana, Bejarano, Blanco y Fernández votaron por declarar con lugar el recurso, y fundamentan su voto en las siguientes consideraciones:

I.-Hechos probados: a) que el recurrente es dueño de una finca situada en Sabanilla, Distrito octavo del Cantón Primero de la Provincia de Cartago, con una cabida de ocho hectáreas, cuatro mil quinientos cincuenta y seis metros y sesenta y cuatro decímetros cuadrados, la cual fue inscrita a su nombre mediante ejecutoria expedida por el señor Juez Primero de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda a las quince horas del veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y tres (documento f. 4); y b) que con motivo de las erupciones del Volcán Irazú y las avalanchas del Río Reventado, ocurridas en los años 1963 y 1964, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes ocupó esa propiedad para realizar algunos trabajos requeridos por el estado de emergencia, encontrándose actualmente esa finca integrada al programa de reforestación de la Cuenca Superior del Río Reventado (escrito del recurso, contestación del Ministerio e informe del Gestor Vial fs. 1, 22 y 23); c) que el recurrente ha gestionado en varias oportunidades el pago del valor de la finca (copias fs. 18 y 19); d) que el Tribunal Fiscal Administrativo en resolución de las 9 horas y 19 minutos del 22 de marzo de 1971, a solicitud del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, valoró la finca del recurrente en C/.27.098.07 (fotocopia f. 15) y e) que el Estado no ha promovido diligencias de expropiación del inmueble a que se refiere este recurso, ni ha cancelado a los propietarios ninguna suma de dinero por concepto de esa propiedad (Informe del Ministerio f. 23).
II.- El artículo 45 de la Constitución Política en lo que aquí interesa declara que “La propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley.  En caso de guerra o conmoción interior, no es indispensable que la indemnización sea previa.  Sin embargo, el pago correspondiente se hará a mas tardar dos años después de concluido el estado de emergencia.  De acuerdo con esta norma, y tratándose en la especie de un caso contemplado en los dos últimos párrafos transcritos, el Estado debió indemnizar al propietario por lo menos dos años después de haber concluido la emergencia que dio lugar a la ocupación de la finca. El Estado no lo ha hecho, como lo admitió el señor Ministro al contestar el informe respectivo por lo que incurrió en la violación de la citada norma constitucional, y el recurso resulta entonces procedente.

II.- En consecuencia, los Magistrados que emiten el presente voto, declaran con lugar el recurso de amparo, y resuelven: Se previene al señor Ministro de Obras Públicas y Transportes restituir al recurrente en el pleno goce del derecho violado, sin que esté obligado el citado funcionario a restablecer las cosas al estado que guardaban antes de la  violación, por imposibilidad material debido al estado de emergencia que lo obligó a actuar en la forma en que lo hizo dentro de la propiedad del agraviado. Caso de que se opte por mantener la propiedad del recurrente dentro del programa de reforestación de la Cuenca Superior del Río Reventado, deberá el señor Ministro promover de inmediato las gestiones necesarias para que se tramiten las diligencias de expropiación respectivas o la indemnización en su caso (artículo 15 de la Ley de Amparo). 
